
RECOMENDACION NUMERO 05/95.

EXP. Nº CODHEM/1041/94-1

Toluca, México; 1 de febrero de 1995.

RECOMENDACION SOBRE EL CASO
DEL SEÑOR JOAQUIN HERNANDEZ
IBARGUENGOITIA.

LIC. LUIS RIVERA MONTES DE OCA
PROCURADOR GENERAL DEJUSTICIA DEL ESTADO
DE MEXICO.

Distinguido señor Procurador:

La Comisión de Derechos Humanos del
Estado de México con fundamento en los
art ículos 102 Apartado "B" de la
Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 125 Bis de la
Constitución Política del Estado Libre y
Soberano de México; 1, 4, 5 fracciones I,
II, III, 28 fracción VIII, 49 y 50 de la Ley
Orgánica de la Comisión, ha examinado
diversos elementos relacionados con la
queja presentada por el señor Joaquín
Hernández Ibargüengoitia, vistos los
siguientes:

I. HECHOS

1.- En fecha 7 de junio de 1994, se recibió
en esta Comisión una queja presentada
por el  señor Joaquín Hernández
Ibargüengoitia, por hechos que consideró
violatorios a sus derechos humanos,
presuntamente cometidos por personal de
la Procuraduría General de Justicia del
Estado de México.

2.- Manifestó el quejoso que el día 22 de
enero de 1992, inició la averiguación
previa número TOL/AC/II/329/92, por
denuncia de hechos en contra de José
Luis Chávez Astorga; y que el motivo de
su inconformidad es por la negativa del
Representante Social, adscrito a la Mesa
Décima del  Departamento de
Averiguaciones Previas de Toluca, de
consignar la indagatoria, indicando que no
había elementos para ejercitar acción
penal, agregando el quejoso que dicha
determinación se la hicieron saber
después de dos años y meses de haberse
iniciado el acta de averiguación previa, a
pesar de que en su concepto se demostró
ampliamente el delito de fraude.

3.- El 8 de junio de 1994, mediante el oficio
3386/94-1, se hizo saber al quejoso por
parte de este Organismo, la admisión y
recepción de su queja bajo el número de
expediente CODHEM/1041/94-1.

4.- En la misma fecha, mediante el oficio
3387/94-1, esta Comisión de Derechos
Humanos, solicitó al Procurador General
de Justicia del Estado, se sirviera rendir el
informe correspondiente y enviar copias
de la indagatoria TOL/AC/II/329/92,
recibiendo su amable respuesta en fecha
20 de junio de 1994, a través del diverso
CDH/PROC/211/01/2364/94, al cual
acompañó de un informe que rindiera el
Lic. Juan Carlos Avila Sánchez, agente del
Ministerio Público adscrito a la Mesa
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Décima de Trámite en esta ciudad capital,
respecto a las diligencias practicadas en
el acta de averiguación previa cuyo
número se ha mencionado anteriormente,
anexando copias certificadas de dicha
indagatoria, apreciándose que la misma
fue determinada con ponencia de archivo
el 20 de enero de 1994.

5.- De las actuaciones practicadas en la
averiguación previa de referencia, se
desprende lo siguiente:

a) El 22 de enero de 1992, el agente del
Ministerio Público adscrito al Segundo
Turno de Toluca, dio inicio a la indagatoria
número TOL/AC/II/329/92, por denuncia
de hechos probablemente constitutivos de
delito, cometidos en agravio de Joaquín
Hernández Ibargüengoitia y en contra del
señor José Luis Chávez Astorga,
recabándose la declaración del ofendido y
dando fe ministerial de los documentos
que acompañó el mismo a su escrito de
denuncia.

b) El 7 de septiembre de 1992, la
indagatoria se radicó en la Mesa Quinta
del Departamento de Averiguaciones
Previas, recabándose la declaración de la
testigo de nombre Angélica Patricia Alcalá
Hernández.

c) Posteriormente y previa cita, se recibió
la comparecencia del indiciado de nombre
José Luis Chávez Astorga, así como
nueva comparecencia del denunciante,
quien exhibió copias certificadas del
expediente número 1040/90, tramitado
ante el Juzgado Segundo Civil de esta
ciudad de Toluca.

d) En fecha 30 de marzo de 1993, se
recibieron las declaraciones de los
señores Julia Hernández García y Enrique
de la Luz Placencia, quienes manifestaron

lo que les consta en relación a los hechos
denunciados.

f) Posteriormente, las diligencias de
averiguación previa se remitieron en fecha
7 de octubre de 1993, al ciudadano agente
del Ministerio Público adscrito a la Mesa
Décima, quien el día 20 de enero de 1994,
las determinó con ponencia de archivo.

II. EVIDENCIAS

En este caso las constituyen:

1.- Escrito de queja presentado en esta
Comisión de Derechos Humanos del
Estado de México, por el señor Joaquín
Hernández Ibargüengoitia, en fecha 7 de
junio de 1994.

2.- Oficio 3386/94-1 de fecha 8 de junio de
1994, por medio del cual este Organismo,
comunicó al quejoso la admisión y
recepción de su escrito de inconformidad
bajo el expediente CODHEM/1041/94-1.

3.- Oficio 3387/94-1, del 8 de junio de
1994, por medio del cual se solicitó al
Procurador General de Justicia del
Estado, se sirviera rendir informe sobre los
hechos relacionados con la queja. Así
como el  d iverso CDH/PROC/
211/01/2364/94, de fecha 20 de junio de
1994, a través del cual se recibió
contestación anexando informe suscrito
por el agente del Ministerio Público
adscr i to a la Mesa Décima del
Departamento de Averiguaciones Previas
de Toluca.

4.- Copia certificada de la averiguación
previa TOL/AC/II/329/92, iniciada por
denuncia de hechos probablemente
constitutivos de delito, perpetrados en
agravio del señor Joaquín Hernández
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Ibargüengoitia, en contra del señor José
Luis Chávez Astorga.

5.-  Copia simple del juicio ejecutivo
mercantil tramitado bajo el expediente
número 1040/90, promovido por el Lic.
José Luis Chávez Astorga, como
endosatario en procuración del Banco del
Atlántico S.N.C., en contra de los señores
Joaquín Hernández Ibargüengoitia y
Angélica Patricia Alcalá de Hernández,
tramitado ante el Juez Segundo Civil de
esta ciudad de Toluca.

6.- Copias simples del juicio número
475/92, relativo a nulidad de actuaciones,
tramitado ante el Juzgado Segundo Civil
de Toluca, promovido por el señor Joaquín
Hernández Ibargüengoitia en contra del
Banco del Atlántico S.N.C. y de la señora
Julia Hernández García.

III. SITUACION JURIDICA

En fecha 11 de mayo de 1990, el Lic. José
Luis Chávez Astorga, como Endosatario
en Procuración del Banco del Atlántico
S.N.C., demandó en la vía ejecutiva
mercantil al ahora quejoso y a su cónyuge
Angélica Patricia Alcalá, el pago de la
cantidad de $33’158,000.00 pesos por
concepto de suerte principal, derivado del
incumplimiento en tiempo de los abonos
pactados en un pagaré suscrito por los
demandados.

Con fecha 7 de junio de 1990, recayó
sentencia condenatoria  dictada por el
ciudadano Juez Segundo Civil, en contra
de los demandados en el juicio número
1040/90. Asimismo con fecha 19 de
noviembre del mismo año, el Banco del
Atlántico S.N.C., a través del Subdirector
de Crédito, y los demandados referidos,
celebraron un convenio por medio del cual
se reestructuro la deuda contraída, bajo

nuevas condiciones de pago, por lo que el
día 4 de enero de 1991, el Lic. José Luis
Chávez Astorga, en su carácter de
Endosatario en Procuración de la parte
actora, promovió ante el Juzgado referido,
dando por concluido el procedimiento en
razón a la transacción celebrada.

No obstante lo anterior, en fecha 31 de
junio de 1991, el mencionado Lic. José
Luis Chávez Astorga, promovió en el
citado juicio, solicitando se fijara día y hora
para la celebración de la almoneda de
remate,  lo cual  fue acordado
favorablemente por auto de fecha 25 de
septiembre del mismo año, por lo que en
consecuencia el día 8 de noviembre de
1991 se dictó sentencia de adjudicación
en favor de Julia Hernández García,
respecto a la propiedad ubicada en
camino de San Javier en el poblado de
Santa María Yanhuitlalpan, Municipio de
Toluca, la cual fuera señalada por el señor
Joaquín Hernández Ibargüengoitia, para
garantizar la cantidad reclamada en el
juicio 1040/90 tramitado en el Juzgado
Segundo Civil de Toluca, propiedad que
fuera embargada mediante diligencia de
fecha 21 de mayo de 1990, por el Actuario
del referido Juzgado.

El día 22 de enero de 1992, el ahora
quejoso se presentó ante el agente del
Ministerio Público adscrito al Segundo
Turno del  Departamento de
Averiguaciones Previas de esta Ciudad,
para presentar denuncia de hechos que
consideró delictuosos, en contra del Lic.
José Luis Chávez Astorga, exhibiendo al
efecto, copia del juicio ejecutivo mercantil
1040/90, y posteriormente copia del juicio
de nulidad de actuaciones, tramitado bajo
el número 475/92, ambos seguidos en el
Juzgado Segundo Civil de Toluca.
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Después de haber real izado las
diligencias que consideró pertinentes, el
agente del Ministerio Público adscrito a la
Mesa Quinta del Departamento de
Averiguaciones, el 5 de octubre de 1993,
remitió la Averiguación Previa al titular de
la Mesa Décima para su prosecución y
perfeccionamiento legal, determinando
este último el No ejercicio de la acción
penal por considerar que en los hechos no
se configuraba la  existencia de algún
delito, dicha determinación fue dictada el
día 20 de enero de 1994.

IV. OBSERVACIONES

De lo expuesto en el presente documento
se desprende que el agente del Ministerio
Público adscrito a la Mesa Décima del
Departamento de Averiguaciones Previas
de Toluca, Lic. Ramón Daniel Fonseca
Vilchis, refiere en su determinación de
fecha 20 de enero de 1994, dictada en la
aver iguación previa número
TOL/AC/II/329/92, "...Visto el estado que
guardan las presentes diligencias y del
minucioso estudio de las constancias que
la integran, se desprende que los
presentes hechos no son constitutivos de
delito, y que el denunciante Joaquín
Hernández Ibargüengoitia, en su caso
podrá proceder por la vía civil, para el
correspondiente pago de daños y
perjuicios que le fueron ocasionados...".

Ante tal razonamiento, esta Comisión
después de hacer un anál is is
lógico-jurídico de cada una de las
constancias que integran la precitada
averiguación previa, considera que lo
asentado por dicho Representante Social
en el  sent ido de que los hechos
denunciados no constituyen delito alguno,
no se encuentra acorde a las constancias
que obran en la indagatoria de referencia,
puesto que en el expediente 1040/90

radicado en el juzgado Segundo Civil de
Toluca, relativo al juicio ejecutivo
mercantil promovido por el indiciado José
Luis Chávez Astorga, en su carácter de
Endosatario en Procuración del Banco del
Atlántico S.N.C., en contra del ahora
quejoso y su cónyuge Angélica Patricia
Alcalá de Hernández, consta que después
de haberse dictado sentencia de remate
en contra de los demandados, éstos
celebraron un convenio con la parte
actora, en el cual substancialmente se
pactó la reestructuración de la deuda del
quejoso, incluyendo diversos pagos en
efectivo que debían ser cubiertos en
plazos específicos, obligación que en
parte fue cumplida por los demandados.

No obstante lo anterior, el actor en forma
indebida promovió la continuación de ese
proceso, aun cuando él mismo había
solicitado con anterioridad que se
agregara el citado convenio a los autos,
en una promoción donde también
manifestó al Juez del conocimiento que
era decisión de las  partes dar por
terminado el litigio.

Como consecuencia de ello, el ahora
quejoso sufrió un detrimento en su
patrimonio, puesto que el bien inmueble
de su propiedad que había s ido
embargado, se remató en almoneda,
adjudicándoselo la señora Jul ia
Hernández García, cuyo cónyuge Enrique
de la Luz Placencia, resultó ser socio del
señor José Luis Chávez Astorga, según el
propio dicho de la adjudicataria.

Por lo referido con antelación, este
Organismo protector de derechos
humanos considera que la
Representación Social, debe realizar un
minucioso análisis jurídico de la conducta
desplegada por el Lic. José Luis Chávez
Astorga, toda vez que él mismo al
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comparecer ante el órgano investigador
aceptó que efectivamente había recibido,
conforme al convenio ya mencionado, las
cantidades de $25’000,000.00 de pesos y
dos pagos posteriores por las cantidades
de $2’686,307.00 pesos cada uno, y aun
cuando declaró que dichas sumas las
ingresó a la Institución de Crédito de la
cual es apoderado, debe recordarse que
él  había sol ic i tado al  juez del
conocimiento, que merced al convenio
celebrado, se diera por terminado el litigio,
por lo cual resulta contradictorio que
después hubiera solicitado que se
continuara con el juicio, y la celebración
de la almoneda de remate del bien
embargado.

Debe considerarse también, que el mismo
Juez Segundo Civil de Toluca, al emitir la
sentencia en el expediente número
475/92, resolv ió "PRIMERO:- Fue
procedente la vía en la que el actor
Joaquín José Hernández Ibargüengoitia
justificó su acción de donde se declara la
nulidad del proceso fraudulento del
ju ic io e jecut ivo mercant i l  número
1040/1990 tramitado ante el Juzgado
Segundo de lo Civil de este Distrito
Judicial y como consecuencia de ello se
dejan a salvo los derechos del Banco del
Atlántico demandado en el presente
respecto del convenio que obra en el
expediente 1040/990 tramitado en este
juzgado. SEGUNDO:- Se declara la
nulidad de adjudicación hecha a favor de
Julia Hernández García respecto del
inmueble rematado en el expediente
1040/990 y sin efecto dicho remate por lo
que debe dejarse a disposición de la
postor la cantidad que presentó en
audiencia correspondiente de almoneda".

Esta sentencia fue apelada y confirmada
en segunda instancia,  interponiendo
juicio de garantías Julia Hernández

García, bajo el expediente 266/93 ante el
Primer Tribunal Colegiado del Segundo
Circuito, el cual fue resuelto negando la
protección de la justicia de la Unión para
la peticionaria.

Por otra parte, en las copias certificadas
de la aver iguación previa
TOL/AC/II/329/92 remit idas por la
Procuraduría General de Justicia a esta
Comisión, se advierte que algunas
diligencias practicadas en la misma, por
los Licenciados Miguel García Reyes
Retana, Oscar Ríos Macedo, Cristina
Bernal Hernández, y la Pasante en
Derecho Ivonne Millán García, carecen de
la firma del personal que las llevó a cabo.

De lo anteriormente mencionado se
desprende que servidores públicos de la
Procuraduría General de Justicia del
Estado de México, violaron los derechos
humanos de procuración de justicia del
quejoso Joaquín Hernández
Ibargüengoitia, transgrediendo en la
ci tada aver iguación previa,  las
disposiciones legales que a continuación
se transcriben:

a) Artículo 21 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, que en
lo conducente establece: "La persecución
de los delitos incumbe al Ministerio
Público".

b) Artículo 119 de la Constitución Política
del Estado Libre y Soberano de México,
que en lo conducente dispone: "El
Ministerio Público es el órgano del poder
ejecutivo a quien incumbe la persecución
de los delitos... El Ministerio Público debe
velar además por la exacta observancia
de las leyes de interés general".

c) Ar t ículo 20 del  Código de
Procedimientos Penales vigente en el
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Estado de México, que establece: "Las
actuaciones deberán ser autorizadas
inmediatamente después de que se
practiquen por los funcionarios a quienes
corresponda firmar, dar fe o certificar el
acto bajo su más estr ic ta
responsabilidad".

d) Ar t ículo 166 del  Código de
Procedimientos Penales que en lo
conducente dispone: "Tan pronto como
aparezca en la averiguación previa que se
han acreditado los elementos del tipo
penal y de la probable responsabilidad del
inculpado, en términos del segundo
párrafo del artículo 16 de la  Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos,
el Ministerio Público ejercitará la acción
penal ante los tribunales, señalando
circunstanciadamente el hecho o hechos
delictivos...".

e) Ar t ículo 42 de la Ley de
Responsabilidades de los Servidores
Públicos del Estado y Municipios, que a la
letra señala: "Para salvaguardar la
legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad
y eficiencia que deben ser observadas en
el servicio público, independientemente
de las obligaciones específicas que
correspondan al  empleo, cargo o
comisión, todo servidor público, sin
perjuicio o independientemente de sus
derechos y deberes laborales, tendrá las
siguientes obligaciones de carácter
general:"

"I. Cumplir con la máxima diligencia el
servicio que le sea encomendado, y
abstenerse de cualquier acto u omisión
que cause la suspensión o deficiencia de
dicho servicio o implique abuso o ejercicio
indebido de un empleo, cargo o comisión".

"XXII. Abstenerse de cualquier acto u
omisión que implique incumplimiento de

cualquier disposición jurídica relacionada
con el servicio público".

f)  Art ículo 43 de la Ley de
Responsabilidades de los Servidores
Públicos del Estado y Municipios, que
señala: "Se incurre en responsabilidad
administrativa por el incumplimiento de
cualesquiera de las obligaciones a que se
refiere el artículo anterior, dando lugar a la
instrucción del  procedimiento
administrat ivo ante los órganos
disciplinarios y a la aplicación de las
sanciones que en esta se consignan,
atendiendo a la naturaleza de la obligación
que se transgreda".

Por lo anteriormente expuesto, esta
Comisión de Derechos Humanos, formula
respetuosamente a usted,  señor
Procurador General de Justicia del
Estado, las siguientes:

V. RECOMENDACIONES

PRIMERA.- Se s i rva ordenar la
revocación de la determinación de archivo
dictada en la averiguación previa
TOL/AC/II/329/92, a fin de que se realice
un estudio integral de las constancias de
dicha indagatoria, y se emita nueva
determinación con estricto apego a
derecho.

SEGUNDA.-  Se sirva ordenar el inicio de
la investigación que corresponda para
determinar la probable responsabilidad
administrativa en que hubieran incurrido
los Licenciados Miguel García Reyes
Retana, Oscar Ríos Macedo, Cristina
Bernal Hernández y la Pasante en
Derecho Ivonne Millán García, por haber
omitido firmar las actuaciones practicadas
por los mismos en la indagatoria de
referencia, imponiendo las sanciones
procedentes.
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TERCERA.- De conformidad con el
artículo 50 segundo párrafo de la Ley de
la Comisión de Derechos Humanos del
Estado de México, solicito a usted que la
respuesta sobre la aceptación de esta
Recomendación nos sea informada
dentro del término de quince días hábiles
siguientes a su notificación.

Con el mismo precepto legal invocado,
solicito a usted que, en su caso, las
pruebas correspondientes al
cumplimiento de la Recomendación se

envíen a este Organismo dentro de un
término de quince días hábiles siguientes
a la fecha en que haya concluido el plazo
para informar sobre la aceptación de la
Recomendación.

La falta de presentación de pruebas dará
lugar a que se interprete que la presente
Recomendación no fue aceptada,
quedando la Comisión de Derechos
Humanos del Estado en libertad para
hacer pública esta circunstancia.

A T E N T A M E N T E

DRA. MIREILLE ROCCATTI VELAZQUEZ
PRESIDENTA DE LA COMISION DE DERECHOS HUMANOS

DEL ESTADO DE MEXICO
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Gobierno del Estado de México
Procuraduría General de Justicia

"1995 AÑO DE SOR JUANA INES DE LA CRUZ"

OFICIO: CDH/PROC/211/01/495/95

Toluca, Estado de México

febrero 15 de 1995.

Doctora
MIREILLE ROCCATTI VELAZQUEZ
Presidenta de la Comisión
de Derechos Humanos del
Estado de México
Presente.

En respuesta a su atento oficio del día primero de febrero del año en curso, mediante el
cual hace del conocimiento de esta Dependencia la Recomendación No. 5/95, emitida por
el H. Organismo que usted dignamente representa, motivada por la queja presentada por
el señor Joaquín Hernández Ibarguengoitia, y que originó el expediente
CODHEM/1041/94-1, le informo:

La misma es aceptada en Términos del Artículo 50 Párrafo Segundo de la Ley que crea
la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México y en su oportunidad le será
remitida la documentación que acredite su debido cumplimiento.

Sin otro particular por el momento, le reitero mi distinguida consideración.

Atentamente,

LIC. LUIS RIVERA MONTES DE OCA
Procurador General de Justicia

c.c.p. LIC. EMILIO CHUAYFFET CHEMOR,
Gobernador Constitucional del Estado de México.
LIC. BEATRIZ E. VILLEGAS LAZCANO,
Coordinadora de Derechos Humanos.
LRMO/BEVL/MEG/cnp.
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